
I M P U N I D A D  C E R O

estado que se publicará próximamente en conjun-
to con El Colegio de Jalisco.3 

Si bien los desafíos respecto a la seguridad ciu-
dadana y humana, así como los del sistema de jus-
ticia penal, deben ser abordados desde un enfoque 
integral que permita realizar diagnósticos multi-
factoriales e implementar políticas e indicadores 
transversales, dedicamos este análisis a una ins-
titución en particular: la de la procuración de jus-
ticia, debido a que resulta una institución axial y 
decisiva para revertir la espiral de violencia e im-
punidad que asola a nuestra sociedad. 

Para darnos una idea de la trascendencia de la 
investigación y persecución de los delitos para re-
ducir la impunidad debe considerarse la siguien-
te cifra: una vez que un presunto responsable es 

Introducción
a primera edición de este índice, presentado por 
Impunidad Cero y Jurimetría en noviembre de 
20171 tuvo gran recepción en la sociedad, la aca-
demia y diversas autoridades interesadas en apli-
car el análisis de las variables y las referencias a 
las buenas prácticas reportadas.2 En esta edición 
2018, además de la evaluación de las procuradu-
rías y fi scalías del país, hay referencias frecuentes 
a los principales cambios registrados en cada una 
de las variables e indicadores, incluyendo algunos 
referentes internacionales, además de un puntaje 
al desempeño óptimo de cada indicador. Por otro 
lado, se trabaja en un reporte más amplio con con-
tribuciones de especialistas en buenas prácticas 
en materia de investigación criminal, así como 
un anexo estadístico con información para cada 
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Este estudio es una actualización de la investigación  
del mismo autor lanzada por Impunidad Cero y publica-
da por Este País en noviembre de 2017. En esta edición, 
además de presentar el índice de las procuradurías de 
acuerdo con su estructura, desempeño y en particular su 
efectividad con los delitos de mayor impacto, se agrega 
un puntaje para cada una respecto a un indicador ideal.
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de Confl ictos (Masc) o por otras salidas alternas co-
mo suspensión condicional del proceso. Por ello, 
una entidad con bajos niveles de delitos sancio-
nados con más de tres años, se asocia a una buena 
implementación de los Masc, así como a una foca-
lización en los delitos con mayor impacto social. 

En esta edición, además de presentar el índice 
de las procuradurías de acuerdo con su estructu-
ra, desempeño y en particular su efectividad con 
los delitos de mayor impacto, se agrega un punta-
je de cada procuraduría respecto a un indicador 
ideal. Este puntaje puede alcanzar hasta 600 pun-
tos, 100 por cada una de las seis variables para las 
que se propone un estándar de excelencia. No se 
consideró un indicador óptimo para las variables 
de estructura, pues no hay un consenso sobre el 
estándar idóneo para la cantidad per cápita de mi-
nisterios públicos o de presupuesto. Este puntaje 
permite, además de ordenar a las procuradurías por 
su desempeño en el contexto nacional, estimar y 
apreciar la brecha entre la operación de nuestras 
procuradurías y un desempeño óptimo. 

I. Indicadores de estructura: los recursos 
disponibles para procurar justicia penal
Como ya se ha referido, es importante el número 
de ministerios públicos y otros recursos huma-
nos y materiales disponibles para la investigación 
de los delitos, pero de igual forma es fundamen-
tal el modelo de gestión y las metodologías de 

puesto a disposición de un juez, la probabilidad 
de que reciba una resolución judicial adversa (co-
mo una sanción) es mayor a 70% (con base en el 
cnij,4 inegi 2017). Sin embargo, como veremos 
más adelante, la probabilidad de que un delito sea 
denunciado y esclarecido es de 1.14% (con base en 
la Envipe5 2017  y el cnpj,6 inegi 2017). Es decir, el 
cuello de botella del sistema de justicia penal, co-
razón de la impunidad y de la escasa capacidad de 
disuasión penal del Estado, está en el ámbito de la 
procuración de justicia.

En este índice se analizan 23 variables con las que 
se forman ocho indicadores (Tabla 1). El cocien te 
de estos ocho indicadores indexados base cien, da 
como resultado el índice de desempeño 2018. Adi-
cionalmente se analiza la carga de trabajo prome-
dio por ministerio público.

Se presentan primero los indicadores de estruc-
tura: los recursos destinados a la procuración de 
justicia. En el índice se incluyen los ministerios 
públicos por cada 100 mil habitantes, así como el 
presupuesto per cápita dedicado a la procuración 
de justicia penal en los presupuestos de egresos 
2017 de las entidades federativas. Además de los 
indicadores propios del índice, en esta investiga-
ción también se analizan las policías investiga-
doras, fundamentales en los nuevos modelos de 
investigación,  y se compara el número de fi scales 
por cada 100 mil habitantes con otros países.

Posteriormente se describen dos indicadores de 
operación que reportan el grado de saturación de la 
institución: cuánto tiempo tardan en atender a los 
denunciantes y cuántos asuntos en promedio reci-
be anualmente cada ministerio público.

Finalmente, se abordan indicadores de resultado 
que pueden dividirse en dos grupos. Primero, tres 
indicadores: efectividad en el esclarecimiento de 
investigaciones (carpetas de investigación y averi-
guaciones previas), ejecución de órdenes de apre-
hensión y porcentaje de personas mayores de 18 
años que manifestaron tener mucha confi anza en 
el ministerio público estatal. Segundo, dos indica-
dores cualitativos de política criminal que buscan 
incluir el combate a los delitos de mayor impacto: 
impunidad para el delito de homicidio intencional 
y proporción de condenas de menos de tres años. 
Para esta última variable menos es mejor, pues los 
delitos sancionados con más de tres años de pri-
sión tienen mayor impacto social. En cambio, los 
delitos con tiempos de condena menores de tres 
años suelen ser delitos no violentos y en ocasio-
nes no intencionales, los cuales podrían haberse 
resuelto por Mecanismos Alternativos de Solución 

Tabla 1
Indicadores de procuración de justicia

Tipo de indicador Indicadores

Estructura • Ministerios públicos locales por 
cada 100 mil habitantes (CNPJ 2017 y 
proyecciones de población de Conapo)

• Presupuesto per cápita de la Procuraduría de 
Justicia o Fiscalía (Periódicos oficiales de los 
estados 2017 y proyecciones de Conapo)

Operación • Carga de trabajo promedio por 
ministerio público (CNPJ 2017)

• Tiempo promedio de espera de los 
denunciantes para ser atendidos (Envipe 2017)

Resultado • Porcentaje de efectividad en la resolución de 
investigaciones de ambos sistemas (CNPJ 2017)

• Porcentaje de cumplimiento de órdenes de 
aprehensión, respecto de órdenes giradas, 
más pendientes del año anterior (CNPJ 2017)

• Porcentaje de las personas mayores de 
18 años que dicen confiar mucho en el 
ministerio público local (Envipe 2017)

•  Impunidad en homicidio intencional 
(Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, 
SESNSP/Acceso a la información)

• Porcentaje de sanciones de menos de 
tres años de prisión (CNIJ 2017).
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la profesionalización y motivación de los funcio-
narios, los sistemas de seguimiento y evaluación, 
así como los sistemas de distribución de asuntos, 
entre otros. 

El promedio de los 50 países para los que tene-
mos esta misma información es de 13.2 fi scales por 
cada 100 mil habitantes; México está por debajo de 
ese promedio aunque no existe un estándar para 
él. A continuación se presentan algunos países re-
presentativos de los diversos niveles de dispersión 
de este indicador (Gráfi ca 2).

Este año incorporamos el análisis de la variable 
de policías ministeriales por cada 100 mil habitan-
tes, para considerar otro elemento sobre los recur-
sos disponibles en la investigación de los delitos 

investigación que permitan un uso más efi ciente 
de los recursos que se traduzcan en mayor efecti-
vidad y calidad en los servicios (Gráfi ca 1).

En el periodo analizado se advierte un incremen-
to en el personal de las fi scalías. El promedio na-
cional pasó de 7.6 ministerios públicos por cada 
100 mil habitantes en 2015 a 8.4 en 2016. Esto im-
plica un aumento de 10.53%. Es un resultado con-
sistente si consideramos que desde 2010 éstos han 
aumentado 68%. Chiapas reporta el incremento 
más importante al casi duplicar su resultado para 
este indicador (98.46%). Aunque la mayoría de los 
estados muestran una tendencia a la alza, Puebla 
(-41.86%) y Quintana Roo (-34.51%) presentan una 
notable reducción en este periodo (Tabla 2). Sonora 
se mantiene con el menor número de ministerios 
públicos per cápita.

Como se ha dicho, los recursos humanos y 
materiales son condición necesaria más no sufi -
ciente para el buen desempeño de las fi scalías, ya 
que además resulta fundamental el diseño insti-
tucional y organizacional, el modelo de gestión, 

Tabla 2 
Ministerios públicos locales por cada 100 mil habitantes

2015 2016 Cambio porcentual

Estados Unidos Mexicanos 7.6 8.4 10.53%
Chihuahua 23.7 24.8 4.64%
Baja California Sur 16 16.5 3.13%
Quintana Roo 22.6 14.8 -34.51%
Morelos 11.5 14.5 26.09%
Yucatán 14.5 13.4 -7.59%
Zacatecas 11.2 13.3 18.75%
Colima 10.2 13.2 29.41%
Ciudad de México 13.1 13.1 0.00%
Chiapas 6.5 12.9 98.46%
Michoacán 9.1 11.6 27.47%
Nayarit 10.8 10.9 0.93%
Hidalgo 6.3 10.7 69.84%
Oaxaca 9.5 9.9 4.21%
Durango 8.1 9.9 22.22%
Coahuila 8.2 9.8 19.51%
Tabasco 8.6 9.4 9.30%
Sinaloa 7.7 9.1 18.18%
Aguascalientes 6.2 8.9 43.55%
Guanajuato 7.5 8.8 17.33%
Baja California 7.4 8.8 18.92%
San Luis Potosí 8.6 8.4 -2.33%
Campeche 8.3 8.4 1.20%
Querétaro 4.9 7.9 61.22%
Veracruz 6.9 7.6 10.14%
Guerrero 6.1 6.4 4.92%
Tlaxcala 6.6 6.2 -6.06%
Nuevo León 3.6 5 38.89%
Tamaulipas 4.1 4.6 12.20%
Jalisco 4.5 4.5 0.00%
Estado de México 3.6 3.5 -2.78%
Puebla 4.3 2.5 -41.86%
Sonora 2.3 2.3 0.00%
Fuente: Elaboración propia con información del Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI), Censo Nacional de Procura-
ción de Justicia Estatal 2017 y datos demográficos de Consejo Nacional de Población (Conapo).

Gráfica 1Gráfica 1
Ministerios públicos locales por cada 
100 mil habitantes 2016

Fuente: Elaboración propia con información del INEGI, Censo Nacional de 
Procuración de Justicia Estatal 2017 y datos demográficos de Conapo.Procuración de Justicia Estatal 2017 y datos demográficos de Conapo.
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Chihuahua, con altas tasas de resolución, resuel-
ven muchos asuntos por vía de los Masc.

 Un dato curioso es que en el censo de inegi, 
10 entidades federativas7 reportaron tener cero o 
un número mínimo de policías ministeriales lo-
cales, por lo que se solicitó por vía de transparen-
cia esta información para los 32 estados para 2017. 
Guanajuato desde hace un lustro no reporta dicha 
información al inegi por considerarla reservada. 
Ante la solicitud de acceso a la información siete 
estados8 respondieron que ésta es reservada por 
considerar que su conocimiento pone en riesgo 
la seguridad de la sociedad, aun cuando cinco de 
ellos9 suelen informar al inegi cada año, lo que 
denota cierta incongruencia dentro de las mismas 
instituciones.10

La otra variable utilizada en el índice sobre uso 
de recursos es el presupuesto per cápita dedicado 
a la procuración de justicia penal en los presu-
puestos de egresos 2017 de las entidades federati-
vas (Gráfi ca 4). No parece haber mucha variación 
en los extremos de este análisis: los estados que 

(Gráfi ca 3). Llama la atención esta variable para el 
caso Nuevo León, pues aunque tiene pocos minis-
terios públicos presenta una alta efectividad en 
la conclusión de carpetas de investigación. Esto 
puede deberse a que en el esclarecimiento de los 
delitos cuenta con un modelo de investigación 
que involucra en mayor medida a la policía in-
vestigadora (tiene más de la media nacional), ade-
más de ser auxiliado con el análisis criminal de la 
Unidad de Investigación con Imputado Descono-
cido, dedicada a descubrir patrones delincuencia-
les e investigarlos. Por otra parte, estados como 
Guanajuato, Nuevo León, Coahuila, Campeche y 

Gráfica 2Gráfica 2
Fiscales por cada 100 mil habitantes 
Promedio 2011-2013

Fuente: Elaboración propia con información de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas en inglés). Nota: Se considera únicamente la informa-
ción disponible en el periodo de 2011 a 2013. Para Estados Unidos considera únicamente los 
fiscales federales.fiscales federales.
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Gráfica 3Gráfica 3
Policías ministeriales locales por cada 
100 mil habitantes  

Fuente: Elaboración propia con información del INEGI, Censo Nacional de Procuración de Justicia 
Estatal 2017, Solicitudes de información, y datos demográficos de Conapo.Estatal 2017, Solicitudes de información, y datos demográficos de Conapo.
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ejemplo, la Unidad de Tramitación Masiva de Cau-
sas12 puede concentrar más de la mitad de los asun-
tos, aunque sólo tenga adscritos menos de 10% de 
los ministerios públicos. De igual forma, hay mi-
nisterios públicos adscritos a áreas de supervisión 
o asesoría. Incluso en algunos estados se reportan 
también los adscritos a áreas de representación so-
cial como los juzgados familiares. Esta variable es 
una buena aproximación para apreciar los desafíos 
por la demanda de servicios de las fi scalías y se 
considera en el índice vía los ministerios públi-
cos per cápita.13 

Un indicador de operación que permite evaluar 
la disposición de recursos, la cobertura y calidad 
de los servicios es la mediana14 del tiempo de es-
pera de los denunciantes por entidad, obtenido 
de la encuesta de victimización de inegi (Envi-
pe) (Gráfi ca 6). La diferencia entre el indicador 
más bajo (Chihuahua, 85.7 minutos) y el más al-
to (Guerrero, 212.06 minutos) es de más de dos 
horas (126.36 minutos) y la media nacional fue 
de más de dos horas de espera: 134.91 minutos. 

mejor y peor posicionados estaban en la edición 
anterior11 se mantienen prácticamente sin cam-
bios. Tlaxcala, Puebla y Veracruz aparecen en la 
parte baja del análisis. Entre las entidades que más 
recursos destinan a la procuración de justicia, se 
encuentran la Ciudad de México, Chihuahua, Co-
lima (después de ascender cuatro posiciones en 
esta edición), Nuevo León y Baja California. Jalisco 
hizo un esfuerzo presupuestal e incrementó 70% 
los recursos per cápita a la procuración de justi-
cia, ascendiendo siete posiciones respecto al año 
anterior para este indicador.

II. Indicadores de operación
Como es de esperarse, los estados que dedican po-
cos recursos humanos y fi nancieros a la procura-
ción de justicia imponen altas cargas de trabajo a 
sus ministerios públicos (Gráfi ca 5). Este indicador 
es un promedio agregado del total de investigacio-
nes iniciadas respecto al total de ministerios pú-
blicos, pero hay consideraciones que lo matizan, 
como la organización y el modelo de gestión. Por 

Gráfica 5Gráfica 5
Carga de trabajo promedio por ministerio público estatal
(carpetas de investigación)

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Censo Nacional de Procuración de Justicia 
Estatal 2017. uente: Elaboración propia con información del CNPJ 2016 deL INEGI.Estatal 2017. uente: Elaboración propia con información del CNPJ 2016 deL INEGI.

Sonora
México
Puebla

Nuevo León
Baja California

Jalisco
Tamaulipas

Querétaro
Tabasco

Guanajuato
Aguascalientes

Baja California Sur
Durango
Coahuila

Promedio Nacional
Morelos

Ciudad de México
Yucatán

San Luis Potosí
Colima

Guerrero
Veracruz
Hidalgo
Tlaxcala

Zacatecas
Oaxaca
Sinaloa

Quintana Roo
Michoacán
Chihuahua

Chiapas
Nayarit

Campeche
6004002000

544.0

80.5
81.1

87.2
87.7

106.9
112.1
113.0
119.5

155.3
167.9
172.2
181.2
182.9
191.9
196.9
200.9

261.8
279.1
279.5

298.9
312.1
322.5
327.3

367.8

62.3
68.2
76.8

26.4
26.8
30.5

78.4

81.9

Gráfica 4Gráfica 4
Presupuesto per cápita en procuración de justicia, 2017
( $)

Fuente: Elaboración propia con información obtenida de los Presupuestos de Egresos 2017 
de cada una de las entidades federativas y datos demográficos de Conapo.de cada una de las entidades federativas y datos demográficos de Conapo.
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III. Indicadores de desempeño y resultado 
de las fi scalías 
Una de las principales responsabilidades de las 
procuradurías es el esclarecimiento de los delitos. 
La capacidad de investigación criminal es funda-
mental para determinar la legitimidad y capacidad 
de disuasión de la institución.

El cumplimiento de la encomienda constitucio-
nal del misterio público de determinar si existe o 
no una conducta delictiva que perseguir y un pro-
bable responsable es lo que consideramos efec-
tividad. En el sistema penal tradicional, de corte 
inquisitivo, esto implica el ejercicio de la acción 
penal, el no ejercicio de la acción penal e incom-
petencias. En cambio en el nuevo sistema de justi-
cia penal, de corte acusatorio, signifi ca la facultad 
de abstenerse de investigar, criterios de oportuni-
dad, acuerdo reparatorio de Masc, no ejercicio de 
la acción penal, incompetencia, sobreseimiento 
y formulación de la imputación u otra modalidad 
de judicialización.

En la entrega anterior del índice17 reportábamos 
que casi la mitad de los asuntos ingresados todavía 
correspondían al sistema penal tradicional o in-
quisitivo (48.33%). En el periodo que se cubre pa-
ra este indicador, correspondiente a 2016, ya sólo 
15.95% de 1,604,277 investigaciones de competen-
cia local iniciadas en el país fueron averiguaciones 
previas, una de cada tres en la Ciudad de México 
y Jalisco. El resto, 84.05%, fueron carpetas de in-
vestigación abiertas bajo el nuevo sistema penal 
acusatorio.18 

Este indicador no depende tanto de la disposi-
ción de recursos como podría pensarse,15 sino 
del modelo de atención a los usuarios. Existen 
modelos de atención temprana que concentran la 
mayoría de los servicios de primera visita (aten-
ción a víctimas, recepción de denuncias, centro 
de mediación comunitaria y penal, algunos hasta 
justicia cívica) y de manera ágil van canalizando 
los asuntos a diversos módulos. En Mexicali, Ba-
ja California, estos centros de atención integral 
de la fi scalía cuentan con una certifi cación isO 
9001-2008 que les exige atender a los usuarios en 
menos de 17 minutos.16 

De hecho, en la Envipe 2017 el 8.1% de las perso-
nas que dijeron que no habían reportado el delito 
del que fueron víctimas, señalaron que no denun-
ciaron porque los trámites son largos y difíciles 
(tabulado 3.9 de la Envipe). Para la información 
publicada en 2017 se estimó una correlación en-
tre mayor tiempo de espera y mayor cifra negra, 
es decir, la proporción de delitos que no se repor-
tan (Gráfi ca 7).

Gráfica 6Gráfica 6
Tiempo medio para denunciar un delito 
(minutos), 2016

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Encuesta Nacional de Victimización 
y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2017.y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2017.
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Gráfica 7Gráfica 7
Correlación entre cifra negra y tiempos de espera de denunciantes 

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Encuesta Nacional de Victimización 
y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2017.y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2017.
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personas ya con un arreglo y otorgan el perdón de 
la víctima en delitos de querella. En esta variable, 
el sistema acusatorio triplica la proporción de ca-
sos terminados bajo esa misma modalidad en el 
sistema tradicional. 

El 3.1% de los asuntos con acuerdo reparatorio 
en el sistema acusatorio suelen referirse a conve-
nios que están en proceso de cumplimiento (pagos 
parciales o continuos, como el pago de obligacio-
nes familiares). La incompetencia se da cuando el 
conocimiento de ese caso corresponde a otra au-
toridad: justicia para adolescentes, autoridad fe-
deral o de otro estado y, en menor medida, a una 
autoridad no penal.

Por esta reducción de la carga de trabajo y la efec-
tividad en desahogo del sistema acusatorio, con ex-
cepción de Nayarit (el estado con mayor proporción 
de asuntos iniciados con el sistema tradicional: 
53.5%), los estados con más asuntos bajo el sistema 
acusatorio encabezan el indicador de efectividad 
de la investigación, considerando los asuntos de 
ambos sistemas (Gráfi ca 9).22

Las formas de concluir investigaciones efectiva-
mente en ambos sistemas varían signifi cativamen-
te entre las entidades federativas. En este índice 
se revisan con mayor detenimiento los asuntos 
del sistema acusatorio (Gráfi ca 10), en virtud de 
que representan 70% de la carga de trabajo en el 
país, considerando el rezago de 2015. Por ejemplo, 
Guanajuato sustenta su efectividad en las salidas 
alternativas, a causa del no ejercicio de la acción 

Este año la brecha de efectividad entre el sistema 
tradicional y el sistema acusatorio es más amplia. 
Mientras que en el sistema tradicional la efecti-
vidad fue de 9%, en el sistema acusatorio fue de 
21.7%. Considerando el total de asuntos conclui-
dos efectivamente respecto al total de asuntos de 
ambos sistemas durante 2016, se obtiene una tasa 
de efectividad global de 18.0% (Gráfi ca 8).19

El año anterior la efectividad del sistema acusa-
torio (18.1%)20 era casi 80% superior al tradicional; 
este año la brecha se amplió a 141%, debido fun-
damentalmente a la disposición de más opciones 
procesales en el sistema acusatorio, pues al resol-
verse más casos el rezago acumulado se reduce y 
el rezago del año anterior (2015) representó 27.3% 
de la carga de trabajo bajo el sistema acusatorio de 
2016. En el sistema tradicional, la proporción de la 
carga de trabajo que representó el rezago del año 
anterior fue de 67.1%.

La proporción de asuntos que concluyen con la 
imputación ante el juez en ambos sistemas (ejer-
cicio de la acción penal en el sistema tradicio-
nal) es ligeramente superior en el sistema tradi-
cional (5.7%). 

El no ejercicio de la acción penal, además de los 
casos en los que se determina que no hay delito 
que perseguir, se deriva en buena medida del au-
mento de la aplicación de los Masc, ya que los ca-
sos concluyen mediante el cumplimiento de los 
acuerdos reparatorios21 o bien, en menor medida 
en el sistema acusatorio, cuando presentan las 

Gráfica 8Gráfica 8
Efectividad en investigación - Ambos sistemas 

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2017.Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2017.
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Gráfica 9Gráfica 9
Efectividad en investigación - Ambos sistemas

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI, Censo Nacional 
de Procuración de Justicia Estatal 2017.de Procuración de Justicia Estatal 2017.

asuntos. Todavía debe impulsarse más el desarro-
llo de la justicia alternativa. Esta entidad presenta 
una gran área de oportunidad en el desarrollo de 
un modelo de gestión que incremente la capaci-
dad de determinación y cierre de carpetas de in-
vestigación. 

La mayoría de los estados aplican excepcional-
mente los criterios de oportunidad:24 sólo 0.6% de 
los asuntos a nivel nacional, debido a que en los 
términos de nuestra legislación, la mayoría de sus 
supuestos se tratan de una especie de “desestima-
ción” de la denuncia. Sin embargo Baja California 
y Colima los aplican a 5% de los casos. Este uso 
del criterio de oportunidad como mecanismo de 
descongestión, en nuestra opinión, desvirtúa la 
naturaleza de dicha categoría procesal. 

La facultad de abstenerse de investigar es una 
modalidad de desestimación25 que permite al 

penal o el sobreseimiento, y es el estado con el 
valor más alto para esa variable en el país: 29.6%, 
mientras la media nacional para esa variable es de 
2.4%, en tanto que sólo se llevó el asunto a tribu-
nales ya sea para formular imputación o para cual-
quier acto de investigación para el que se requiera 
autorización judicial.

Al analizar esta variable fundamental de desem-
peño llama la atención el caso de Yucatán, pues 
desde hace años presenta baja efectividad en la 
conclusión de investigaciones y, sin embargo, 
cuenta con indicadores cualitativos muy positi-
vos de política criminal: es el segundo mejor posi-
cionado en términos de impunidad en homicidio 
intencional23 y en ejecución de órdenes de apre-
hensión, además de tener altos niveles de confi an-
za en la población, lo que parece indicar que la 
entidad realiza una política criminal focalizada y 
brinda buena atención a  sus usuarios (es uno de 
los estados más bajos tiempos de espera). A pesar 
de esto, aunque en la atención de las investigacio-
nes prácticamente no se utiliza el no ejercicio de 
la acción penal, sólo se judicializan 0.9% de los 

Gráfica 10Gráfica 10
Efectividad en investigación - Ambos sistemas

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI, Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2017.Fuente: Elaboración propia con información de INEGI, Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2017.
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2017 del inegi, en 2016 hubo una cifra negra (pro-
porción de delitos no reportados y en los que no 
se inició investigación) de 93.6%. Es decir, sólo se 
denunció y se inició una investigación en 6.4% de 
los delitos cometidos (el año anterior fue de 6.3%) 
y de éstos sólo 18% se resolvieron efectivamente, lo 
que significa que la probabilidad promedio de que 
en México un delito se denuncie y se resuelva es de 
1.14% (Tabla 3). Aunque esto aún es muy desalenta-
dor, la probabilidad de esclarecimiento de los de-
litos aumentó 20% respecto al año pasado (0.9%), 
debido a un ligero aumento en la denuncia (ape-
nas 0.1% más) y a un incremento en la efectividad 
promedio en las investigaciones (de 14% a 18%). 

ministerio público no iniciar una investigación 
criminal si, tras analizar los hechos denunciados, 
determina que no son “constitutivos de delito o 
cuando los antecedentes y datos suministrados 
permitan establecer que se encuentra extinguida 
la acción penal o la responsabilidad penal del im-
putado.”26 Esta decisión será siempre fundada y 
motivada y puede ser impugnada.27 

Esta modalidad de abstenerse de investigar de-
bería ser utilizada de manera excepcional, pues 
se puede decir que es una vía residual, toda vez 
que desde el área de atención temprana se pueden 
orientar y canalizar a las áreas competentes a los 
usuarios que describen conductas o hechos que 
no constituyen delitos (por ejemplo casos de mala 
prestación de servicio o un conflicto de naturaleza 
civil), o bien (si no operó dicho control) el declarar 
la incompetencia. 

Si el caso no es tan claro y amerita el análisis del 
ministerio público para determinar si no hay de-
lito que perseguir o que la acción ya se extinguió, 
éste podría resolver no ejercer la acción penal o 
bien hacer uso de esta facultad de no investigación. 
Por la trascendencia de las consecuencias de esta 
resolución y considerando que cualquier resolu-
ción que determine o proponga cerrar una inves-
tigación debe ser fundada, es de mayor calidad la 
argumentación y la resolución de no ejercicio de 
la acción penal.  

La facultad de no investigar se utiliza en apenas 
0.8% de los casos nacionales, pero es usado con 
mucha más intensidad en Zacatecas (11.6%), donde 
claramente se utiliza esta vía en lugar de declarar 
el no ejercicio de la acción penal, el cual apenas 
aplica a 1.1% de los casos. También lo utiliza con 
intensidad Coahuila con 4.6%, además de 15.8% 
de no ejercicio de la acción penal. Estas dos enti-
dades concentran 41% de los casos de ejercicio de 
la facultad de no investigar en el país.

Nuevo León vuelve a presentar una sorprenden-
te tasa de judicialización, formulando imputación 
en 35.9% de los casos, equivalentes a 41% de las 
formulaciones de imputación del país. La tasa na-
cional de esta variable es de 5%  pero si restamos 
las judicializaciones de Nuevo León sería de 3%.

Una vez determinada la efectividad en el esclare-
cimiento de los delitos denunciados podemos pon-
derarlos por la tasa de denuncia para determinar 
la probabilidad de que un delito sea reportado a la 
autoridad, se investigue y que dicha investigación 
sea resuelta satisfactoriamente. A esto lo hemos 
denominado probabilidad de esclarecimiento de 
los delitos. De esta forma, de acuerdo con la Envipe 

Tabla 3
Probabilidad de esclarecimiento de los delitos

Proporción de delitos 
denunciados con 

inicio de investigación

Efectividad de 
investigación 

(ambos sistemas)

Probabilidad 
de denuncia y 

esclarecimiento

Estados Unidos Mexicanos 6.4% 18.0% 1.14%
Aguascalientes 7.3% 16.8% 1.23%
Baja California 7.8% 13.7% 1.07%
Baja California Sur 13.2% 7.2% 0.96%
Campeche 9.4% 33.1% 3.10%
Chiapas 5.7% 9.2% 0.53%
Chihuahua 8.0% 21.7% 1.75%
Ciudad de México 6.2% 15.2% 0.94%
Coahuila 8.1% 26.5% 2.15%
Colima 8.8% 41.5% 3.63%
Durango 7.8% 9.9% 0.77%
Guanajuato 8.3% 51.3% 4.25%
Guerrero 1.7% 14.2% 0.24%
Hidalgo 8.4% 19.3% 1.62%
Jalisco 6.8% 5.4% 0.37%
México 5.4% 19.2% 1.04%
Michoacán 6.2% 23.3% 1.46%
Morelos 5.8% 9.4% 0.55%
Nayarit 8.3% 44.6% 3.70%
Nuevo León 6.3% 39.3% 2.46%
Oaxaca 5.4% 9.7% 0.52%
Puebla 5.1% 19.8% 1.01%
Querétaro 8.1% 21.6% 1.76%
Quintana Roo 9.9% 9.8% 0.97%
San Luis Potosí 7.1% 17.5% 1.24%
Sinaloa 7.1% 21.7% 1.54%
Sonora 5.8% 19.4% 1.13%
Tabasco 7.8% 8.8% 0.69%
Tamaulipas 4.6% 6.2% 0.29%
Tlaxcala 5.6% 16.0% 0.90%
Veracruz 7.2% 7.6% 0.55%
Yucatán 8.7% 5.8% 0.50%
Zacatecas 7.6% 23.7% 1.79%

Fuente: Elaboración propia con información de la Envipe 2017 de INEGI y CNPJ 2017 de INEGI.
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principalmente al ser la octava entidad federativa 
con mayor cantidad de asuntos resueltos por Masc. 
En cuanto a Sonora, además de bajar su tasa de de-
nuncia, registró una reducción de casi 50% en su 
efectividad en la investigacióny descendió 14 po-
siciones en esta variable. Durango pasó del lugar 
cinco al 23, al reducirse en 60% su efectividad en 
la investigación (Gráfi ca 11).

La inseguridad es el asunto que más preocupa a 
los mexicanos (al 66%, de acuerdo con la Encuesta 
Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental de 
inegi). Por ello una variable de resultado muy im-
portante en el desempeño de las procuradurías es la 
confi anza de la población en los ministerios públi-
cos y en general en la institución de la procuración 
de justicia penal. En esta ocasión consideramos 
el porcentaje de personas mayores de 18 años que 
conocen y manifi estan tener “mucha” confi anza 
en el ministerio público y las procuradurías esta-
tales.29 La Envipe 2017 presenta un indicador na-
cional de 10.3% de los encuestados que responden 
tener mucha confi anza en dichos funcionarios e 

En la medida en que mejore la efectividad de 
las investigaciones, la percepción ciudadana y la 
motivación a denunciar se incrementarán; las po-
líticas de investigación criminal y persecución del 
delito deben ir encaminadas a lograr este ciclo vir-
tuoso. Por ejemplo, en Chile se reportan en prome-
dio 42% de los delitos cometidos. Esta disposición 
corresponde a un buen sistema de atención a víc-
timas y tasas de solución de investigaciones supe-
riores a 70%; en 2001 la efectividad llegó a 87%.28 
Además de mayor efectividad en la resolución de 
investigaciones, también deben realizarse accio-
nes para crear más centros de denuncia y mejorar 
los servicios y tiempos de atención a víctimas y 
denunciantes.

En esta variable hay muchos ajustes, sobre to-
do por variaciones en la efectividad de la investi-
gación. Hidalgo fue el estado que más posiciones 
subió (18), con una tasa de denuncia superior a la 
media y quintuplicó su efectividad en la inves-
tigación. Michoacán escaló 10 posiciones, pues 
casi triplicó su efectividad en la investigación, 

Gráfica 11Gráfica 11
Probabilidad de esclarecimiento 
de los delitos

Fuente: Elaboración propia con información de la Envipe 2017 de INEGI y CNPJ 2017 de INEGI.Fuente: Elaboración propia con información de la Envipe 2017 de INEGI y CNPJ 2017 de INEGI.

Gráfica 12Gráfica 12
Porcentaje de personas mayores de 18 años que conocen 
y manifiestan tener “mucha” confianza en el Ministerio 
Público (MP) y Procuradurías Estatales

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Envipe 2017.Fuente: Elaboración propia con información de INEGI y Envipe 2017.
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Tabasco y Veracruz están en la parte baja de am-
bos indicadores.

Sinaloa se mantiene en el lugar 12, no obstante 
su innovación al desarrollar una unidad de inves-
tigación criminal especializada en aprehensiones 
a la que fueron adscritos 53 policías investigadores 
(modelo documentado durante octubre de 2016).30 
Chihuahua reportó un cumplimiento de 64.1%, 
cuando el año anterior encabezaba el indicador 
con 80.6%. 

IV. Variables cualitativas de política criminal
Los indicadores anteriores nos presentan un pano-
rama general sobre la estructura y el desempeño de 
las procuradurías y fi scalías. En este apartado pre-
sentaremos dos indicadores que captan aspectos 
cualitativos del desempeño y de los resultados de la 
política criminal. Estos dos indicadores, dos de los 
ocho considerados, incorporan al índice el desem-
peño no sólo en el esclarecimiento, sino también 
en la persecución y aplicación de sanciones para 
los delitos de alto impacto. 

instituciones, un ligero incremento del indicador 
del año anterior que fue de 9.7% (Envipe 2016). 

No obstante, este año el estado con el mayor 
indicador no rebasó el 20% de confi anza (el año 
anterior Aguascalientes presentó un 20.3%). Los 
estados que encabezan este indicador mantienen 
la confi anza mostrada en años anteriores: Yuca-
tán, Guanajuato, Aguascalientes, Sinaloa y Jalisco 
(Gráfi ca 12). San Luis Potosí fue la entidad que más 
lugares ascendió, del lugar 19 al quinto, seguido 
por Tamaulipas, del sitio 16 al octavo. La Ciudad de 
México se mantiene como la entidad peor evalua-
da por sus ciudadanos en este indicador: bajó de 
4.1% en 2016 a 2.2% en 2017). El Estado de México 
por primera vez en muchos años deja el penúltimo 
lugar del indicador al pasar de 4.4% a 7.2%, pero se 
mantiene en la parte baja de éste.

El tercer indicador de resultado es el porcenta-
je de órdenes de aprehensión cumplidas, un paso 
fundamental en la efi cacia de la persecución pe-
nal, pues se trata de casos en los que se ha conse-
guido determinar que hay un delito que perseguir, 
un probable responsable y se logran presentar su-
fi cientes datos de prueba para que el juez emita 
la orden de aprehensión. De poco servirá que las 
unidades de investigación tengan una elevada tasa 
de esclarecimiento si la policía ministerial apenas 
logra cumplimentar una de cada ocho órdenes de 
aprehensión, como es el caso de Nayarit, segundo 
lugar en resolución de investigaciones y último lu-
gar en cumplimiento de órdenes de aprehensión 
(Gráfi ca 13). Un caso contrario es el de Yucatán, 
ya que concluye pocas investigaciones pero es el 
segundo lugar en la ejecución de estas órdenes 
judiciales. Ambos estados estaban en los polos 
opuestos de este indicador el año anterior; Yu-
catán ascendió 27 lugares, en tanto que Nayarit, 
que estaba apenas por encima de la media en el 
censo de inegi de 2016, descendió 17 lugares en 
el de 2017. 

La media nacional de este indicador refi ere que 
en el país se cumplen 49.7% de las órdenes de 
aprehen sión giradas por los jueces penales loca-
les. Este indicador nacional presenta un aumento 
respecto al año anterior, en el que se cumplieron 
45.2% de las órdenes de captura. Algunos estados 
que aparecen en la parte alta de este indicador tam-
bién presentan tasas de efectividad en la resolución 
de investigaciones por arriba de la media nacional, 
como Coahuila, Colima, Chihuahua, Guanajuato 
y Sinaloa (en menor medida el Estado de México, 
apenas por debajo de la media de esclarecimien-
to de investigaciones). Por el contrario, Jalisco, 

Gráfica 13Gráfica 13
Efectividad en cumplimiento de órdenes de aprehensión

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI, Censo Nacional de Procuración  
de Justicia Estatal 2017. Nota: la información de Sonora y Oaxaca es del año anterior (2016),  
ya que no otorgaron información sobre esta variable al Censo 2017. ya que no otorgaron información sobre esta variable al Censo 2017. 
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Durante 2016 la impunidad nacional para el ho-
micidio intencional o doloso subió a 83.4%, consi-
derando sólo las 20 entidades para las que se tiene 
el dato más confi able en ese año. Oaxaca apare-
ce con el más alto indicador para 2016, con 97%; 
Guerrero otra vez en segundo lugar, empeoró al 
pasar entre 2015 y 2016 de 94.1% a 96.7%; Morelos 
se ubica en tercero, al moverse de 87.4% a 94%; Ta-
maulipas presenta el mayor aumento al pasar de 
20.2% (información de 2014) a 90.9% (actualizado a 
2016); Baja California Sur y Baja California resintie-
ron el incremento en los homicidios y reportaron 
un incremento en la impunidad de 58.6% a 90.1% 
y de 76.5% a 89.6%, respectivamente. En el mismo 
sentido, la Ciudad de México y Tabasco incremen-
taron el nivel de impunidad signifi cativamente: 
antes estaban entre los más bajos, aunque siguen 
por debajo de la media nacional. Los estados que 
en el reporte anterior tenían las impunidades más 
altas para este delito y han reducido signifi cativa-
mente el indicador son Nuevo León, Coahuila, Pue-
bla y sobre todo Durango, Aguascalientes, Hidalgo, 

Por una parte, la impunidad para el delito de homi-
cidio intencional muestra la capacidad de respuesta 
y efectividad como parte acusadora de las procura-
durías en uno de los delitos más graves y con menor 
cifra negra, considerando que, excepto los desapa-
recidos,31 casi todos los homicidios se denuncian.

La impunidad en homicidio es un tema parti-
cular en la agenda de investigación de Impunidad 
Cero, en la que se ha constatado un deterioro infor-
mativo, al ser cada vez más difí cil actualizar una 
base de datos confi ables en la materia. Desde 2013 
los poderes judiciales de los estados ya no infor-
man al inegi (o inegi ya no recaba) las sentencias y 
condenas por tipo de delito y por intencionalidad, 
por lo que no se pueden contrastar las sentencias 
y condenas por homicidio intencional con los ho-
micidios registrados. Ha sido necesario compilar 
el registro año con año con solicitudes de informa-
ción a los 32 estados, a través de los mecanismos de 
acceso a la información pública.32 Aquí se presenta 
la información más confi able y más reciente para 
cada una de las entidades federativas.33

Gráfica 14Gráfica 14
Impunidad para homicidio intencional por estado

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI, Censo Nacional de Procuración  
de Justicia Estatal 2017. Nota: la información de Sonora y Oaxaca es del año anterior (2016),  
ya que no otorgaron información sobre esta variable al Censo 2017. ya que no otorgaron información sobre esta variable al Censo 2017. 

Gráfica 15Gráfica 15
Impunidad para homicidio intencional en diversos países

Fuente: Elaboración propia con información de la UNODC. 
Nota: Las series de tiempo no están completas para todos los países. Se consideran únicamente 
la información disponible en el periodo 2010 a 2015. Se considera la impunidad directa de cada 
año y se promedian las series de tiempo disponibles.año y se promedian las series de tiempo disponibles.
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La regla que generalmente opera es que una san-
ción de menos de dos años de prisión se puede 
cambiar por el pago de una multa y así librar el in-
ternamiento en un centro penitenciario. Por lo ante-
rior, se considera que llevar a proceso penal y hasta 
sus últimas consecuencias la sentencia para impo-
ner sanciones menores es un uso desproporcionado 
del sistema penal, pues por un delito menor, no in-
tencional o no violento, las personas quedan estig-
matizadas social y legalmente con un antecedente 
penal que les hará más difícil su reinserción o par-
ticipación en la vida económica y laboral.

Además ilustra un uso inefi ciente de los recur-
sos, pues en promedio se estima que una investi-
gación criminal en el ámbito local tiene un costo 
para el erario de 14 mil pesos, en tanto que el pro-
ceso penal34 puede llegar hasta los 18 mil pesos, 
más 230 pesos diarios si la persona imputada está 
en prisión preventiva.35

El sistema acusatorio presenta varias soluciones 
alternativas a donde los delitos menores pueden 
ser canalizados, como la justicia alternativa (Masc) 

Querétaro, Campeche y Yucatán, los cuales se man-
tienen en la parte baja de la impunidad (Gráfi ca 14).

Aunque la UnOdc reporta la información de 
2015 menor que la de 2016, como se ha comenta-
do, México se ubica como uno de los países con 
mayor impunidad para el homicidio intencional. 
De igual forma que la incidencia de delitos vio-
lentos, la mayor impunidad se da entre los países 
latinoamericanos. Los países con mayor desarro-
llo presentan tasas menores a 30% de impunidad. 
Desde luego, una impunidad alta es sinónimo de 
escasa capacidad de disuas   ión al delito por parte 
del Estado. Se presenta evidencia comparada pa-
ra subrayar que este incremento de la impunidad 
ilustra el deterioro institucional y la erosión de la 
capacidad de investigación de este grave delito en 
gran parte del territorio nacional. De igual forma 
nos muestra que hay estados que están reduciendo 
la impunidad, lo que permite documentar algunas 
buenas prácticas (Gráfi ca 15).

La otra variable cualitativa sobre política crimi-
nal es la proporción de condenas de menos de tres 
años de prisión. Entre menor sea esta proporción 
se considera mejor, toda vez que indica que se 
cumplen principios de mínima intervención pe-
nal y proporcionalidad en la coerción institucional 
de las conductas delictivas. En virtud de que una 
condena genera un antecedente penal y de que las 
sanciones penales menores (en nuestro sistema 
legal las de menos de dos años de prisión) se con-
mutan o cambian por multa y las mayores de dos 
pero menores de cuatro años de prisión pueden 
recibir algún benefi cio como prelibertad, se consi-
dera que la sentencia penal debería reservarse a los 
delitos de mayor impacto, pues para delitos no vio-
lentos pueden aplicarse medidas menos gravosas 
y estigmatizantes como los Masc o la suspensión 
condicional del proceso. Hay consenso en que las 
condenas menores tienen efectos criminógenos, 
tanto porque al perder un expediente sin antece-
dentes penales aun por periodos cortos, con mayor 
razón si ya se sufrió prisión, las oportunidades de 
reinserción son escasas y la propensión a delin-
quir puede aumentar.

Un delito que se sancione con menos de tres 
años de privación de la libertad (referido por el 
inegi de manera más coloquial como “prisión”) 
en el contexto legislativo penal mexicano se con-
sidera menor o no violento. Por ejemplo, un robo 
violento suele sancionarse por los códigos pena-
les locales con más de cinco años de prisión (en 
la Ciudad de México con más de seis y en Jalisco 
con ocho).

Gráfica 16Gráfica 16
Proporción de condenas de menos de tres años de prisión

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI, Censo Nacional de Impartición de justicia 
Estatal 2014-2017 (año más confiable para cada entidad).Estatal 2014-2017 (año más confiable para cada entidad).
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V. Índice estatal 2018 de desempeño de las 
procuradurías y fi scalías: conclusiones 
y propuestas
De esta forma, considerando estos ocho indicado-
res de estructura, operación y resultado indexados 
base cien se obtuvo el índice 2018. En la página de 
internet de Impunidad Cero (impunidadcero.org) 
se podrá acceder a la base de datos del índice.

Chihuahua vuelve a encabezar el índice, con me-
nor puntaje y mayor ventaja sobre el segundo lugar 
(Colima). Hace un año estuvo entre las tres mejores 
observaciones para seis de los siete indicadores, en 
tanto que este año sólo lo estuvo en cinco de los 
ocho indicadores considerados (Tabla 4). Nayarit, 
antes segundo lugar, cayó 11 lugares, principalmen-
te por su descenso en los indicadores de efectividad 

o la suspensión condicional del proceso. Desde lue-
go, como víctima o imputado, toda persona tiene 
derecho a llevar su caso hasta la resolución de un 
juez, pero si funciona adecuadamente el sistema 
de procuración de justicia, estos casos deben ser 
los menos. De esta forma se busca que los delitos 
menores y no violentos tengan alternativas y que 
únicamente se dediquen los recursos a la persecu-
ción penal y el enjuiciamiento de los delitos de ma-
yor impacto social,36 que aun con las reducciones 
que se pueden realizar a través del procedimiento 
penal abreviado serán de más de tres años.

También la información con la que se construye 
este indicador ha sufrido un deterioro en los últi-
mos años. En el Censo Nacional de Impartición de 
Justicia (cnij) 2017 del inegi se reporta 24.7% del 
monto de las sanciones impuestas por sentencias 
condenatorias a nivel nacional como “no especi-
fi cado”. Desafortunadamente en varias entidades 
(Campeche, Chihuahua, Estado de México, Nuevo 
León, Oaxaca, Sinaloa y Tamaulipas) la proporción 
de no especifi cados rebasa el 40% y algunas incluso 
llegan a 100%, por lo que en estos casos se utilizó 
información de años anteriores.

Todavía 53% de las sanciones en el país corres-
ponden a menos de tres años de prisión. Este in-
dicador viene a la baja, particularmente en los 
estados donde ya operaba durante 2016 el sistema 
acusatorio. Dada la duración promedio de los asun-
tos penales (180 días en el sistema tradicional) po-
dría esperarse que para los datos del cnij 2018 este 
indicador se reduzca. Chihuahua y Morelos (donde 
ya no existe rezago del sistema tradicional) tienen 
varios años encabezando este indicador y sólo nue-
ve entidades presentan menos de la mitad de sus 
sanciones con menos de tres años de privación de 
la libertad (Gráfi ca 16).

Las entidades con más de 70%37 de sus sentencias 
condenatorias de menos de tres años de prisión 
deben analizar sus políticas criminales en general 
y sus estrategias y políticas de persecución. Llama 
la atención que estados como Campeche, Baja Ca-
lifornia y Guanajuato presenten altas tasas en este 
indicador, cuando canalizan una gran proporción 
de sus cargas de trabajo a los Masc y cabría espe-
rar que llegaran a sentencia sólo los casos de ma-
yor complejidad o los delitos de mayor impacto 
social.38 Dentro de la revisión de las políticas de 
persecución se podría hacer un muestreo de casos 
y analizar en la sala de audiencias si la evidencia de 
la investigación y la argumentación cuentan con 
solvencia al acreditar ante los jueces las agravan-
tes o califi cativas en los delitos de alto impacto.

Tabla 4 
 Índice estatal 2018 y variación respecto de la posición de los estados en 2017

Lugar índice 2018 Estado Índice 2018 Respecto de su lugar en 2017

1 Chihuahua 74.37 =
2 Colima 65.65 +9
3 Yucatán 64.37 +5
4 Guanajuato 63.99 =
5 Nuevo León 61.13 -2
6 Querétaro 58.65 +12
7 Hidalgo 57.35 +2
8 Campeche 56.36 +13
9 Coahuila 56.32 +11
10 Zacatecas 56.08 =
11 Baja California Sur 55.42 -5
12 Durango 53.78 +7
13 Nayarit 53.53 -11
14 Aguascalientes 50.89 +8
15 Sinaloa 50.68 -1
16 San Luis Potosí 50.11 +1
17 Ciudad de México 49.63 -10
18 Quintana Roo 46.96 -5
19 Jalisco 46.38 +6
20 Chiapas 46.08 -5
21 Baja California 46.01 -16
22 Sonora 45.22 -6
23 Tamaulipas 41.54 -11
24 Tabasco 41.22 +4
25 Tlaxcala 40.32 +1
26 Morelos 40.23 -3
27 Oaxaca 39.80 =
28 Veracruz 38.90 -4
29 México 38.86 +1
30 Michoacán 37.47 -2
31 Guerrero 29.97 +1
32 Puebla 29.84 -1 

Fuente: Elaboración propia, cociente de las ocho variables consideradas indexadas base cien.Fuente: Elaboración propia, cociente de las ocho variables consideradas indexadas base cien.

06 ImpunidadO c/cambios 327 rr A rr ALC.indd   32 22/06/18   14:17



33
E S T E  P A Í S

I M P U N I D A D  C E R O
J U L I O  D E  2 0 1 8

puntaje, de acuerdo con el porcentaje de ese indi-
cador alcanzado en la medición de cada año. Por 
ejemplo, si el estándar óptimo de impunidad para 
el homicidio intencional es de cero impunidad, la 
entidad que presente un valor de 80% sólo tendrá 
20 puntos de esos posibles 100 puntos. Así, el pun-
taje ideal sería de 600 puntos, 100 por cada uno de 
los indicadores. De este modo, se proponen como 
estándares óptimos que deben ser considerados:
• Tiempo promedio de espera de los denuncian-

tes para ser atendidos (Envipe): 30 minutos = 
100 puntos. Menos es mejor. La certifi cación 
ISO 9001.2008 establece un estándar de no más 
de 17 minutos, pero las encuestas realizadas 
donde se cumplen esos estándares presentan 
resultados promedio de entre 45 y 60 minutos.

• Porcentaje de efectividad en la resolución de in-
vestigaciones de ambos sistemas (cnpj): 85% = 
100 puntos. Algunos podrían aspirar a 100% de 
efectividad, pero con excepción de los casos re-
sueltos por Masc o judicializados en fl agrancia 
que presentan una duración promedio de tres 

en cumplimiento de órdenes de aprehensión, polí-
tica criminal y, en menor medida, por menor efec-
tividad en investigación y confi anza, en los que el 
año anterior fue uno de los más altos.

El estado que más cayó en el índice 2018 fue Ba-
ja California, ya que pasó del quinto al lugar 21 
en virtud de los bajos indicadores en los ponde-
radores de política criminal (el incremento en la 
impunidad de homicidio) y la pérdida de puntos 
en el cumplimiento de órdenes de aprehensión 
(que encabezó el año pasado), así como por la baja 
proporción de ciudadanos que confían mucho en 
el ministerio público local. La Ciudad de México 
baja en la efectividad en la investigación y su talón 
de Aquiles es la mala percepción de confi anza y el 
tiempo de espera para denunciar. Esta entidad y 
Tamaulipas perdieron muchas posiciones, ya que 
ambas presentaron un incremento en la impuni-
dad para el delito de homicidio.

Colima, Querétaro, Campeche y Coahuila fueron 
los que más lugares avanzaron. Colima, respecto 
del año anterior, aunque presenta indicadores de 
política criminal por debajo de la media, incremen-
tó su presupuesto y aumentó su efectividad tanto 
en investigación como en cumplimiento de órde-
nes de aprehensión. De igual forma Campeche in-
crementó su presupuesto, aumentó su efectividad 
en la investigación (principalmente por la imple-
mentación de los Masc) y en el cumplimiento de 
órdenes de aprehensión. Además tiene baja im-
punidad para el homicidio intencional, lo cual le 
dio puntos de política criminal. Sin embargo este 
estado tiene 90% de las condenas de menos de tres 
años de privación de la libertad.

Como se ha referido, el índice nos permite orde-
nar a las procuradurías entre sí, apreciar la trayec-
toria de los indicadores que lo componen y detectar 
entidades con mejor desempeño que podrían te-
ner buenas prácticas en marcha. Sin embargo, si 
se tiene como mayor indicador de efectividad la 
resolución de investigaciones en un 51%, la enti-
dad que se acerque a ese nivel de desempeño saldrá 
bien evaluada en el índice. Por ello en esta ocasión 
proponemos establecer indicadores de desempeño 
ideales o de excelencia, para establecer ese estándar 
como un referente a alcanzar.

De los ocho indicadores considerados en los dos 
de estructura (presupuesto y ministerios per cápi-
ta) no hay un consenso respecto a algún estándar 
o un valor ideal; pero en los otros seis sí. De esta 
forma se propone que se asigne un valor de 100 al 
estándar óptimo de cada uno de los seis indicado-
res y a las entidades federativas se les asigne un 

Gráfica 17Gráfica 17
Puntaje acumulado por cada entidad, respecto 
a un estándar óptimo de 600 puntos
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establecer equipos de trabajo para la mejora con-
tinua, como ya se hace en Tabasco y Jalisco. En un 
entorno de desolación por los niveles de violen-
cia e impunidad, algunos hallazgos de este estudio 
brindan esperanza: por ejemplo, por segundo año 
consecutivo queda claro que el sistema acusatorio 
presenta mejor desempeño que el sistema tradi-
cional. De igual manera se ilustra que hay seis o 
siete estados que están logrando revertir la espi-
ral de impunidad y violencia y en los que se está 
arraigando el sistema acusatorio con altos están-
dares de desempeño. Como ciudadanos es nuestra 
responsabilidad estar enterados de estos temas y 
exigirles a nuestros gobiernos que trabajen para 
mejorar la calidad de los servicios de justicia que 
brindan a las personas.  EP

1	 Agradezco el auxilio fundamental del equipo de seguimiento 
y evaluación de Jurimetría, bajo la coordinación de la maes-
tra Paola Guadalupe Jiménez Rodríguez, en la solicitud de 
información de muchas de las variables necesarias para la 
realización de este análisis, captura de información, actua-
lización de la base de datos, búsqueda de referentes compa-
rados y diversos análisis de la información. Se contó con el 
apoyo como asistente de investigación de la licenciada Luz 
Celina Camarena Romero. El análisis de la base de datos y 
la redacción de este reporte fue posible gracias al auspicio 
de Impunidad Cero.

2	 Guillermo Raúl Zepeda Lecuona. “Índice estatal de las procu-
radurías y fiscalías”. Este País, núm. 319 (noviembre 2017), pp. 
16-20. También disponible en: <impunidadcero.org/articulo.
php?id=49&t=ranking-de-fiscalias-y-procuradurias-esta-
tales-en-mexico>  Consultado el 12 de marzo de 2018. Cabe 
destacar que en noviembre de 2017, al lanzar en Impunidad 
Cero el primer índice estatal de procuradurías y fiscalías, 
elaboramos un storytelling interactivo en el cual se puede 
consultar cómo se encuentran los estados en el sistema de 
impartición de justicia y compararlos entre sí, para dimen-
sionar la impunidad en cada uno de ellos. Asimismo, se 
puede visualizar el caso de Nayarit, ya que como se men-
cionó en el índice anterior, hay razones para pensar que su 
alta efectividad no refleja certeramente lo que ocurre en esa 
entidad. El lector interesado puede consultar el interactivo 
en: <impunidadcero.org/impunidad-en-mexico/#/>

3	 Por ejemplo, en noviembre de 2017, por invitación del fiscal 
general de Tabasco, el doctor Fernando Valenzuela Pernas 
se acudió a Villahermosa y se presentó con detalle al fiscal 
y su equipo de trabajo los indicadores que conforman el 
índice, así como las buenas prácticas documentadas. 

4	 Censo Nacional de Impartición de Justicia.
5	 Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Se-

guridad Pública.
6	 Censo Nacional de Procuración de Justicia.
7	 Aguascalientes, Chihuahua, Colima, Nuevo León, Puebla, 

Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán. Estos 
estados no reportaron a inegi el dato y se les pidió por vía 
de solicitudes de acceso a la información. Entre los estados 
que no reportaron la variable y respondieron, por vía de 
transparencia, que han declarado reservada esta informa-
ción se encuentran Campeche, Chiapas, Colima, Durango, 

días, los casos de investigación o en los que se 
aplican otras salidas alternativas duran entre 15 
y 60 días, por lo que tener un rezago o asuntos 
en investigación de 15% al final de un periodo 
es un excelente indicador. Además debe consi-
derarse que un sistema más efectivo lleva a ma-
yores cargas de trabajo al reducir la cifra negra.

•	 Porcentaje de cumplimiento de órdenes de 
aprehensión respecto de órdenes giradas, más 
pendientes del año anterior (cnpj): 90% = 100 
puntos. Al ser menor la carga de trabajo se pue-
de exigir un mejor desempeño y reducir el mar-
gen de rezago.

•	 Porcentaje de las personas mayores de 18 años 
que dicen confiar mucho en el ministerio pú-
blico local (Envipe): 75% = 100 puntos.

•	 Impunidad en homicidio intencional (sesnsp, 
cnij y sistema de acceso a la información pú-
blica): 0% = 100 puntos. Menos es mejor.

•	 Porcentaje de sanciones de menos de tres años 
de prisión (cnij): 10% = 100 puntos. Menos es 
mejor.39

Tomando como referente estos 600 puntos, máxi-
ma calificación en los seis indicadores, presenta-
mos en orden decreciente el puntaje acumulado 
por cada estado (Gráfica 17). Como puede apreciarse 
el orden no es el mismo que el del índice, toda vez 
que éste es el cociente de los ocho indicadores es-
tandarizados base cien, tomando como referente la 
mejor observación de cada indicador; en tanto que 
en este esquema es el puntaje respecto al 100 del 
estándar óptimo de cada indicador, esto se puede 
apreciar en la base de datos que estará disponible 
en la página web de Impunidad Cero. De esta for-
ma, en cada entidad se podrá analizar cuáles son 
sus principales áreas de oportunidad e impulsar 
una agenda de transformación y mejora continua.

En el ejercicio de la democracia es esencial acom-
pañar la reflexión cualitativa con datos que respal-
den y fortalezcan el análisis. En ese contexto, este 
tipo de índices ayudan a llevar un registro más cer-
tero de los logros de cada gobierno local y a iden-
tificar áreas de oportunidad que cada estado tiene 
en materia de procuración de justicia. Los indica-
dores son objetivos y permiten dar seguimiento y 
plantearse metas. De igual forma, se busca docu-
mentar y ofrecer buenas prácticas consolidadas en 
las entidades que muestran liderazgo en diversos 
ámbitos de la procuración de justicia (en el informe 
más amplio que publicaremos próximamente se 
desarrollan con detalle), con lo que los observato-
rios ciudadanos, así como las autoridades, pueden 
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información sobre casos judicializados se tomó de las cau-
sas penales del Censo Nacional de Impartición de justicia 
(cnij 2017) de inegi y los datos de acuerdos reparatorios 
del Módulo de Justicia Alternativa del cnpj. Para el caso de 
Puebla y Sonora se pidió la información vía transparencia 
sobre el total de casos cerrados y su forma de determina-
ción y cierre.  

20 Tomando en cuenta que cuando se realizó el índice anterior 
ya en algunas entidades se investigaba con base en el nue-
vo sistema de justicia penal y ya había entrado en vigor del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. La entrada en 
vigor de dicho código, de acuerdo con el artículo segundo 
transitorio, se dio de manera gradual a través de la solicitud 
de Declaratoria al Congreso de la Unión por parte del Poder 
Judicial de la Federación, la Secretaría de Gobernación y 
la Procuraduría General de la República. Código Nacional 
de Procedimientos Penales, recuperado de: <http://www.
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP_170616.pdf> Con-
sultado el 20 de abril de 2018.

21 Se trata de formas de solución alternas al procedimiento. 
De acuerdo con el artículo 186 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, un acuerdo reparatorio se da cuando 
la víctima u ofendido y el imputado llegan a un pacto para 
dar solución al confl icto a través de la extinción de la acción 
penal, op. cit., Código Nacional de Procedimientos Penales.

22 Es importante precisar que este indicador no se refi ere al 
promedio de ambas efectividades, sino a la suma de todos 
los casos resueltos efectivamente en ambos sistemas, res-
pecto (dividido) al total de asuntos iniciados durante 2016 
e iniciados durante 2015 y pendientes de concluir de ambos 
sistemas.

23 El lector interesado podrá consultar la investigación sobre 
la impunidad en este rubro, presentada en diciembre de 
2016 por Impunidad Cero y Jurimetría: Iniciativas para el 
Estado de Derecho A.C: Guillermo Raúl Zepeda Lecuona, y 
Paola Guadalupe Jiménez Rodríguez, op. cit.

24 El ministerio público tiene la obligación constitucional y 
legal de llevar a los tribunales aquellos casos en los que se 
determine que hay un delito que perseguir y un probable 
responsable. Sin embargo los criterios de oportunidad son 
instrumentos de política criminal por los que se le otorga 
al ministerio público “una esfera de discrecionalidad para 
valorar la conveniencia de ejercitar la acusación en determi-
nados supuestos, que el legislador delimitaría en atención 
a consideraciones vinculadas a la fi nalidad preventiva de la 
pena o —en caso de infracciones leves— a la sobrecarga de 
trabajo de los órganos jurisdiccionales y a la efi cacia general 
del sistema penal”, Manuel Ortells Ramos, “Los Principios 
rectores del Proceso Penal (tendencias actuales en el derecho 
español)” en XV Congreso Mexicano de Derecho Procesal, 
Universidad Nacional Autónoma de México, México 1998, p. 
536. El Código Nacional de Procedimientos Penales establece 
en su artículo 256 los casos en que operan los criterios de 
oportunidad:
I. Se trate de un delito que no tenga pena privativa de li-

bertad, tenga pena alternativa o tenga pena privativa de 
libertad cuya punibilidad máxima sea de cinco años de 
prisión, siempre que el delito no se haya cometido con 
violencia;

II. Se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos 
sin violencia sobre las personas o de delitos culposos, 
siempre que el imputado no hubiere actuado en estado 
de ebriedad, bajo el infl ujo de narcóticos o de cualquier 
otra sustancia que produzca efectos similares;

Guanajuato, Jalisco y Sonora. No obstante, Jalisco sí reportó 
esa variable en su anuario estadístico, de donde lo tomamos.

8 Respuestas a solicitudes de información pública y regis-
tradas con los siguientes folios: 0100095918, 29 de enero 
de 2018 (Campeche); 81018, 81118, 81218, 13 de febrero de 
2018 (Chiapas); 00037118, 15 de febrero de 2018 (Colima); 
00041418, 30 de enero de 2018 (Durango); 00386318, 2 de fe-
brero de 2018 (Jalisco); 00088318, 31 de enero de 2018 (Sina-
loa); 00091818, 28 de enero de 2018 (Sonora). Estas respuestas 
consisten en documentos de varias páginas y pueden con-
sultarse en <impunidadcero.org>.

9 Campeche, Chiapas, Durango, Jalisco y Sinaloa. 
10 Los cambios de criterios y metodologías de instituciones 

públicas fomentan la impunidad estadística y difi cultan la 
evaluación de la impunidad en México. Sobre la investiga-
ción de Guillermo Raúl Zepeda Lecuona y Paola Guadalupe 
Jiménez Rodríguez, “Impunidad frente al homicidio doloso 
en México”. Este País, núm. 308 (diciembre 2016), pp. 13-22. 
También disponible en: <http://www.impunidadcero.org/
articulo.php?id=20&t=impunidad-frente-al-homicidio-do-
loso-en-mexico>.

11 Como se mostró en la edición del año pasado: Guillermo 
Raúl Zepeda Lecuona, op. cit.

12 La Unidad de Tramitación Masiva de Causas, iniciada en Baja 
California y adoptada ya en un número creciente de estados, 
concentra los casos sin detenidos en los que no se cuenta 
con sufi ciente información para determinar si hay o no de-
lito que perseguir o probable responsable. Se le notifi ca al 
denunciante su archivo y se le consulta si tiene información 
adicional que pudiera fundar nuevas líneas de investigación. 
En Nuevo León se adoptó un modelo de procesamiento de la 
información de esas carpetas (hasta 119 variables por caso) 
y se adoptó un grupo de análisis para georreferenciar la in-
formación, buscar patrones y activar operativos o trabajo de 
campo hasta el esclarecimiento de asuntos sin resolver. Este 
modelo ha dado muy buenos resultados. Iván de la Garza, 
uno de los funcionarios que diseñó este modelo de gestión 
en Nuevo León (“modelo de tres pisos”) describe y analiza 
esta buena práctica en un texto que aparecerá en un informe 
más amplio que se publicará próximamente.

13 Al estar íntimamente relacionada con los ministerios públi-
cos per cápita, esta variable no se considera explícitamente 
en el índice. 

14 La mediana signifi ca que la mitad de los usuarios encues-
tados reportó un tiempo de espera menor al indicado y la 
otra mitad señaló que su espera fue más prolongada.

15 En un análisis realizado se encuentra poca correlación 
(0.0625) entre el tiempo de espera y la disposición de re-
cursos presupuestales, en tanto que al considerar el núme-
ro de ministerios públicos por cada 100 mil habitantes y el 
tiempo de espera, la correlación fue similar (0.0647). Existe 
una correlación mayor, de 0.2233, al considerar el tiempo de 
espera y los delitos no denunciados. 

16 Guillermo Raúl Zepeda Lecuona, op. cit.
17 Ibidem. 
18 Ya todos los casos se abrieron bajo el sistema acusatorio en 

Chihuahua, Estado de México, Morelos, Nuevo León y Yu-
catán, y más de 90% en Coahuila, Durango y Zacatecas.

19 Tres estados no dieron información sobre desempeño en 
carpetas de investigación al cnpj 2017 de inegi; Michoa-
cán, Puebla (por segundo año consecutivo) y Sonora. Afor-
tunadamente, en el caso de la fi scalía de Michoacán, la 
página de internet tenía información desglosada que pu-
do incorporarse a la base de datos. Para varios estados, la 
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los obstáculos y la base de datos reunida a partir de 2013. 
Los hallazgos de esta investigación aparecerán publicados 
en septiembre de 2018 en la revista Este País.

33	 Para 20 entidades se contó con información para estimar la 
impunidad de homicidio doloso en 2016, obtenida a través 
de solicitudes de información. Para el resto de entidades se 
toma la impunidad del año más reciente disponible, ya que 
respondieron no tener el dato desglosado o daban informa-
ción parcial. Estas entidades son Aguascalientes, Campeche, 
Chiapas, Colima, Guanajuato, Estado de México, Morelos, 
Nayarit, Quintana Roo, Sinaloa, Tlaxcala y Veracruz. 

34	 Entendiendo el proceso penal compuesto por la procuración 
de justicia (la labor del ministerio público de investigar los 
delitos) y la impartición de justicia (cuando es conocido por 
un juez).

35	 Actualizaciones a 2017 de los cálculos de Guillermo Raúl Ze-
peda Lecuona, ¿Cuánto cuesta la prisión sin condena? Costos 
económicos y sociales de la prisión preventiva en México, Open 
Society Institute, Monterrey, 2010, 82 pp.

36	 Como se menciona en otras investigaciones de Impunidad 
Cero, algunos estudios se acotan a definir el fenómeno im-
punidad como el número de delitos que no son castigados 
por la vía penal, sin embargo, como se expuso en la inves-
tigación lanzada en febrero de 2018, el fenómeno de la im-
punidad es más amplio, al considerarse cualquier conducta 
indebida que no sufre consecuencias legales. Por eso en cier-
tos casos se considera que hay una responsabilidad penal, 
pero también puede haber casos en los que se constituya 
una responsabilidad administrativa cuando está involucra-
do un órgano del Estado que incumple con su deber, en ese 
caso hablamos de la impunidad administrativa. El lector 
interesado puede consultar Luis Darío Ángeles González, 
“Impunidad, sanciones administrativas y el socavón del 
Paso Exprés”. Este País, núm. 322, febrero de 2018, pp. 35-
44. También disponible en: <https://www.impunidadcero.
org/articulo.php?id=54&t=impunidad-sanciones-adminis-
trativas-y-el-socavon-del-paso-expres> Consultado el 13 de 
febrero de 2018.

37	 Cuando las sentencias menores a tres años de una entidad 
se encuentran entre 50% y 70% es posible pensar que se tra-
ta de robos en los que no se pudieron acreditar agravantes. 
Sin embargo, cuando estas sentencias pasan de 70%, quiere 
decir que todavía se sanciona una cantidad significativa de 
delitos menores como daño a propiedad ajena, amenazas 
y calumnias. 

38	 En la versión más amplia del reporte de este estudio se pre-
sentarán los delitos a los que corresponden estas sentencias 
para destacar los estados en los que todavía delitos como 
daño en propiedad ajena, delitos culposos y no violentos 
representan proporciones significativas de los casos lleva-
dos hasta sentencia.

39	 Para este indicador menos es mejor, pero debemos dejar un 
margen para casos en los que el procedimiento abreviado 
da la resolución en un delito no violento. 

III. 	 Cuando el imputado haya sufrido como consecuencia 
directa del hecho delictivo un daño físico o psicoemo-
cional grave, o cuando el imputado haya contraído una 
enfermedad terminal que torne notoriamente innece-
saria o desproporcional la aplicación de una pena;

IV.	 La pena o medida de seguridad que pudiera imponerse 
por el hecho delictivo carezca de importancia en consi-
deración a la pena o medida de seguridad ya impuesta 
al inculpado por otro delito, o la que podría aplicarse al 
mismo por otros delitos o bien, por la pena que previa-
mente se le haya impuesto o podría llegar a imponérsele 
en virtud de diverso proceso tramitado en otro fuero;

V. 	 Cuando el imputado aporte información esencial pa-
ra la persecución de un delito más grave del que se le 
imputa, la información que proporcione derive en la 
detención de un imputado diverso y se comprometa a 
comparecer en juicio. En estos supuestos, los efectos 
del criterio de oportunidad se suspenderán hasta en 
tanto el imputado beneficiado comparezca a rendir su 
declaración en la audiencia de juicio;

VI.	 Cuando la afectación al bien jurídico tutelado resulte 
poco significativa, y

VII.	 Cuando la continuidad del proceso o la aplicación de 
la pena sea irrelevante para los fines preventivos de la 
política criminal”, op. cit. Código Nacional de Procedi-
mientos Penales.

25	 Andrés Baytelman y Mauricio Duce, Evaluación de la Refor-
ma Procesal Penal, Estado de una reforma en marcha, Centro 
de Estudios de Justicia de las Américas (ceja), Santiago de 
Chile, 2003, p. 290.

26	 Artículo 253 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
27	 Ibidem
28	 Cifras del reporte del delito de la Fundación Paz Ciudada-

na, indicadores de efectividad del Centro de Justicia para 
las Américas (ceja). El dato de 2001 fue tomado de Andrés 
Baytelman, op. cit.

29	 En la Envipe 2016 se cambió la pregunta en este indicador de 
confianza. Así, el año anterior utilizamos la proporción de 
los encuestados en la Envipe que manifestaron tener “algo” 
y “mucha” confianza en el ministerio público y en la pro-
curaduría locales. Sin embargo, en virtud del cambio en la 
pregunta que sustituyó las variables “poca” y “nada” de con-
fianza, por las categorías de “algo” y “mucha” desconfianza, 
a partir de este año optamos sólo por la variable “mucha” 
confianza. Dicho cambio es preocupante, ya que rompe con 
la secuencia con la que se ha medido este indicador, pues 
es muy distinto confiar poco o nada, que desconfiar algo o 
mucho, Guillermo Raúl Zepeda Lecuona, op. cit.

30	 La Procuraduría General de Justicia del Estado de Sinaloa re-
porta una tasa de cumplimiento de estas órdenes judiciales 
de 73%; durante 2016, sin embargo, no toma en cuenta las 
órdenes que quedaron pendientes el año anterior, muchas 
de ellas ejecutadas durante 2016. En la construcción de este 
indicador se consideran las órdenes giradas el año anterior 
que quedaron pendientes.

31	 De acuerdo con cifras de la organización Data Cívica A.C, se 
estima que en México hay 33,125 personas desaparecidas. La 
misma organización ha elaborado una base de datos de per-
sonas desaparecidas basándose en el Registro Nacional de 
Datos de Personas Extraviadas y Desaparecidas (rnped) de 
la Secretaría de Gobernación. La plataforma se puede con-
sultar en: <https://personasdesaparecidas.org.mx/db/db>

32	 En el reporte específico que publicará Impunidad Cero so-
bre homicidio para el homicidio intencional se detallarán 

————————

Guillermo Raúl Zepeda Lecuona es doctor en Derecho espe-
cializado en Sociología del Derecho por la UNAM. Director de 
Jurimetría Iniciativas para el Estado de Derecho A. C. y acadé-
mico de El Colegio de Jalisco. Pionero en estimar la impuni-
dad en México en la multicitada obra Crimen sin Castigo. Se 
ha dedicado al diagnóstico, las propuestas, la búsqueda y do-
cumentación de buenas prácticas sobre el sistema de justicia 
desde hace 20 años.
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